FEDERACIÓN DE ENSEÑANZA. SECRETARÍA DE EMPLEO

LA REFORMA DE LA PROTECCIÓN POR DESEMPLEO

GUÍA PARA LA ACCIÓN SINDICAL EN LOS CENTROS DE ENSEÑANZA

INTRODUCCIÓN

El desempleo es uno de los dramas sociales que el modelo de desarrollo actual no ha sido, hasta ahora, capaz de hacerle frente de forma satisfactoria. En una sociedad dominada por la industrialización y en la que el paro es uno de los problemas más graves, las prestaciones al desempleo cobran cada vez más importancia dentro del conjunto de las prestaciones sociales que configuran los sistemas de Seguridad Social.


Nuestro modelo constitucional convierte al Sistema Público de la Seguridad Social en un elemento estructural y fundamental del Estado Social y Democrático de Derecho. Los poderes públicos han de garantizar un Sistema Público de Seguridad Social para que la asistencia y las prestaciones sociales sean suficientes en aquellas situaciones de necesidad y, especialmente, en los casos de desempleo. Por ello, el desempleo es una situación cuya protección está incluida en el ámbito de protección de la Seguridad Social, de acuerdo con el contenido del artículo 41 de la Constitución Española.


La práctica gubernamental basada en una estrategia dirigida a detraer recursos financieros del sistema de protección por desempleo hacia la bonificación de los costes de la Seguridad Social de los empresarios, deriva hacia el clientelismo empresarial y la transferencia de recursos públicos al sector privado y sus efectos se manifiestan en la inestabilidad y la precariedad laboral y en la falta de creación de empleo estable y con derechos. Tras el "Decretazo" impuesto por el Gobierno del Partido Popular (Ley 12/2001) todos los contratos indefinidos tienen una alta bonificación de las cuotas empresariales a la Seguridad Social, a costa de las cuotas de desempleo aportadas por el conjunto de los asalariados y asalariadas.


Después de las reformas de 1992 se inicia un proceso de descenso en la tasa de cobertura de las prestaciones al desempleo (nº de personas protegidas con respecto al conjunto de los parados registrados en el INEM) que han tenido sus consecuencias en el aumento de la exclusión social y de la pobreza (informes de Cáritas Española). 

Las “políticas activas de empleo” han de ir acompañadas de una protección social suficiente  al colectivo de parados y de paradas. Por el contrario, el Gobierno, utilizando el argumento demagógico de ahorro de costes, pretende terminar con la protección de este colectivo de personas y ahondar en su  marginación. Ante ello, es necesario contraponer condiciones solidarias y una justa distribución de la riqueza, sobre todo a partir de los Presupuestos Generales del Estado para el 2002, a través del aumento del porcentaje de aportación del Estado al presupuesto del INEM en la partida dedicada al desempleo y con las necesarias modificaciones legales y presupuestarias que aseguren una cobertura suficiente a los parados y a las paradas, ampliando colectivos y percepciones ya que la coyuntura económica y recaudatoria lo permiten.


El real decreto-ley que ha impuesto el Gobierno de Medidas de Reforma de la Protección por Desempleo y el Borrador de la Ley Básica de Empleo son medidas de reforma y de recortes de las prestaciones al desempleo en la línea de favorecer a los empresarios (aumento de los beneficios) y de mantener la protección social como un factor disfuncional y residual que, en su proyecto de sociedad, considera al desempleado como un defraudador en potencia, en lugar de una persona que necesita de protección y ayuda para su inserción laboral.


A partir de abril de 1992 se inicia un proceso de transformación del sistema de protección al desempleo, orientado a la limitación y recorte de la acción protectora. Así, el R.D. Ley 1/92, de 3 de abril, y las leyes 22/92 de Medidas Urgentes y 22/93 suponen una involución en el proceso de desarrollo y consolidación de un sistema de protección por desempleo, cuyas notas características fueron:

· Ampliación del periodo mínimo de cotización para causar el derecho a la prestación (de 6 a 12 meses).

· Reducción de la cuantía de las prestaciones contributivas del 80% de la base de cotización al 70% (en los primeros 6 meses) y del 70% al 60% para el resto hasta su finalización.

· Obligación para el desempleado de aportar el 65% de las cotizaciones a la Seguridad Social, hasta entonces a cargo del INEM.

· Reducción de los topes mínimos de la prestación contributiva que del 100% pasa al 75% del S.M.I. para el trabajador sin hijos a su cargo.

· Supresión de la exención fiscal de las prestaciones por desempleo que pasan a ser consideradas como rendimientos del trabajo a efectos tributarios.

· Reducción de la base reguladora sobre la que se calculan las pensiones contributivas de la Seguridad Social.

· Endurecimiento del acceso al subsidio por desempleo.

· Modificación del concepto de “cargas familiares” en sentido restrictivo.

Si a estas medidas les sumamos otros factores como el paro de larga duración, la alta rotación en el empleo y la precariedad del mismo, nos encontramos con un panorama del mercado laboral que podemos resumir en: menos parados y paradas con derecho a protección, disminución de la cuantía y del periodo de prestaciones al desempleo, disminución de la aportación del Estado al desempleo y aumento de las transferencias a los empresarios por bonificaciones de cuotas a la Seguridad Social.

En la estructura de financiación de los recursos del INEM se puede detectar un abandono rápido y progresivo del Estado en la financiación del sistema:

Cuadro nº 1. Evolución de las aportaciones del Estado a la financiación del INEM.

  AÑOS
IMPORTES (millones ptas.)
% financiación INEM aportaciones públicas

  1995
             801.705
                                  35%

  1996
             399.051
                                  20%

  1997
             274.381
                                  14%

  1998
             209.969
                                  10%

  1999
             148.433
                                    7%

  2000
               45.766
                                    2%

  2001
                  0
                                    0%

  2002
                  0
                                    0%


Otro aspecto a tener en cuenta es que una buena parte del Presupuesto se ha utilizado para financiar las bonificaciones de los empresarios a la Seguridad Social  (sobre todo en contratos indefinidos), medida que no ha generado empleo estable como demuestran los datos de la E.P.A. Por ello, el presupuesto del I.N.E.M. ha terminado generando excedentes (miles de millones de euros), debido al menor gasto en prestaciones y una mayor recaudación por el aumento de los ocupados.


Cuadro nº 2. Gasto en prestaciones por desempleo y su financiación

            Año
Ingresos cotizaciones     desempleo (1)
Coste total prestaciones desempleo        (2)
  Déficit o superávit

  Total prestaciones

              (2-1)

1994

1995

1996

1997

1998

1999

2000

2001 (a)

2002 (b)
1.186.887

1.254.331

1.328.734

1.420.680

1.588.220

1.759.656

1.917.548

1.880.221

2.003.589
2.037.330

1.680.754

2.565.785

1.474.594

1.372.529

1.332.232

1.373.920

1.379.723

1.461.465
· 850.443

· 426.423

· 237.051

·   53.914

+   215.693

+   427.424

+   543.628

+   500.498

+   542.124


(a): 2001, hasta el mes de noviembre.


(b): 2002, anteproyecto de presupuesto.


Como observamos en el cuadro nº 2, la diferencia entre los ingresos por cuotas de desempleo y el coste total de las mismas arroja un superávit de más de dos billones de pesetas en los últimos cinco años. Este se está utilizando para subvencionar los contratos de los empresarios y para conseguir el objetivo de "déficit cero", a costa de los más desfavorecidos.

Aunque ha subido levemente el porcentaje de personas desempleadas protegidas, debido a la disminución del paro por el crecimiento económico de los últimos años y a la no obligatoriedad de registrarse en el Servicio Público de Empleo, el 46% de las personas reconocidas como paradas registradas en el INEM no tienen ninguna prestación económica.

Según datos del INEM: un 43% del total de parados y paradas protegidas cobran el subsidio de desempleo (prestación asistencial) que supone un 75% del S.M.I. (aproximadamente 55.000 ptas.), ingresos considerados por debajo del umbral de la pobreza.


Según datos de EPA: el nivel de protección sólo alcanzaría al 37% del total de parados y paradas.

Los colectivos más desprotegidos siguen siendo:

· Mujeres: reciben prestación 39 de cada 100 paradas registradas en el INEM (72 de cada 100 hombres). Situación que se agrava en mujeres entre 40 y 50 años.

· Jóvenes: protección de carácter testimonial debido a la precariedad de sus contratos. Las jóvenes también en este colectivo tienen menor protección (16% de mujeres frente al 30% de hombres).

· Personas entre 40 y 50 años: colectivo que se caracteriza por una caída continua en la tasa de cobertura de protección al desempleo, debido a las escasas oportunidades que tienen para reinsertarse en el mercado de trabajo, caída más intensa en el caso de las mujeres. 

Aprovechando la Ley de Acompañamiento de los Presupuestos Generales del Estado para el 2002 se ha producido una importante disminución en la prestación por Incapacidad Temporal y del Desempleo: el trabajador o trabajadora en situación de baja laboral por contingencias comunes o profesionales verá agotada su prestación por desempleo en el supuesto de extinguirse su contrato de trabajo en situación de IT, pese a que en esta situación de baja laboral no se encuentra en condiciones de trabajar. De esta forma, estos trabajadores y trabajadoras, en situación de IT, consumirán las prestaciones por desempleo a las que tuvieran derecho sin la posibilidad de buscar ocupación efectiva pues un elemento básico de la situación de desempleo es estar en condiciones de trabajar, hecho incompatible con la situación de IT.

LA INCIDENCIA DE LAS MEDIDAS DEL GOBIERNO EN EL CONTEXTO DE LA ENSEÑANZA


Consideraciones generales:

Aunque la Educación es una de las prioridades de gasto del Gobierno, su Presupuesto carece de fondos para llevar adelante las propuestas incluidas en las Leyes educativas que ha promovido: LOU, FP y Cualificaciones y Ley de Calidad.
Por otro lado, el MECD no ha garantizado la participación y la negociación en alguno de estos procesos (excepto la Ley de F.P.) de los agentes sociales, sino que ha optado por dar a conocer sus propuestas utilizando métodos que, en el mejor de los casos, suscitan una falta de transparencia y de respeto a las más elementales formas democráticas de participación y comportamiento que cabe exigirle a cualquier gobierno democrático y transparente.

En nuestro país la dureza del Gobierno nos está llevando a continuos retrocesos en los derechos de los trabajadores y de las trabajadoras. En concreto, la precariedad laboral alcanza cotas alarmantes (mientras que en el resto de los países europeos la media está por debajo del 15%, en España supera el 30%).

Las fórmulas que presenta la precariedad son muy variadas: contratos de arrendamientos de servicios, contratos de ejecución de obra que se confunden con contratos por obra y servicio, contratos mercantiles, becarios, prácticas laborales gratuitas, contratos de falsos autónomos, etc., que inciden y consiguen el deterioro de las condiciones de trabajo.

La precariedad que afectaba hasta ahora al sector privado de la economía, ha alcanzado a las condiciones laborales de las trabajadoras y de los trabajadores públicos. Los objetivos de reducir el gasto público, de equilibrar los presupuestos, llevan implícito un aumento de la precariedad que supera el 30% del total del empleo público. 

Las políticas agresivas de la derecha también han tenido otras consecuencias nefastas para este colectivo que han supuesto, por un lado, la pérdida del poder adquisitivo de las rentas del trabajo y, por otro, la disminución de sus derechos laborales y el retroceso de sus condiciones de trabajo.

En lo que respecta al sector privado, la fórmula más institucional de la precariedad se da en los contratos temporales, cuyo aumento desmesurado está ligado a las prácticas empresariales (también de la Administración) para externalizar y subcontratar todo tipo de actividades, bienes y servicios. Tanto patronal como administración recurren a estos métodos para reducir los costes salariales, disminuir las plantillas fijas y debilitar a la clase trabajadora.

Desarrollo de las medidas del gobierno sobre La Reforma de la Protección al Desempleo:

· Redefinición del concepto de "empleo adecuado":

Propuesta del Gobierno
         Comentarios
  Alcance- repercusiones

Profesión: la demandada por el perceptor y todas aquellas que se correspondan con la profesión habitual del trabajador, considerando habituales todas las que se hayan ejercido por un tiempo entre 6 meses y 1 año, las coincidentes con la última actividad laboral realizada o cualquier otra profesión que se ajuste a sus aptitudes físicas y formativas.


Amplía la ley actual hasta el extremo de hacer desaparecer el derecho a un empleo acorde con las características profesionales y formativas del trabajador o trabajadora.
A cualquier trabajador y trabajadora del contexto de la enseñanza que tengan una contratación laboral y a los interinos e interinas que tras finalizar su relación de trabajo con la administración educativa han de inscribirse en el registro de paro del INEM.

Salario: equivalente al existente en el sector en el que se ofrezca el puesto de trabajo (salario-convenio) con independencia de la cuantía de las prestaciones a las que se tenga derecho.


Puede darse la circunstancia de que el salario que se perciba en un momento determinado (al cambiar de trabajo) sea más bajo al que se estaba percibiendo.
A cualquier trabajador y trabajadora que mantenga una relación laboral contractual.

Contrato: relación laboral por cuenta ajena de todo tipo, indefinida temporal, a tiempo completo o parcial.


No se arbitran medidas para penalizar a los empresarios que cometan fraude en los contratos.
Afecta a todas aquellas modalidades de contratación reguladas por la normativa actual (ley 12/2001 de Reforma Laboral). 

Lugar de ubicación del empleo: si existe alojamiento apropiado en el lugar en que se encuentra el puesto de trabajo, éste se considerará adecuado o, en todo caso, la situada en un radio inferior a 30 km de la localidad de residencia, no superar las 2 horas de desplazamiento o no suponga un gasto superior al 20% del salario neto mensual.


Las condiciones de movilidad son arbitrarias ya que si se consideran las mismas para cualquier ámbito territorial no se tiene en cuenta que las infraestructuras y disponibilidad de servicios son distintos en las CC.AA.
A cualquier trabajador o trabajadora (en activo o en paro) que dependa de la regulación laboral contractual (Ley 12/2001).

Infracciones y sanciones: por no renovar la demanda, rechazar acciones de empleabilidad, renunciar a la búsqueda activa de empleo, incumplir el compromiso de actividad, etc. Las sanciones pueden ser graves y leves y conducen a la reducción o pérdida total del derecho a la prestación.
En este régimen de sanciones, la pérdida del derecho a la prestación se deja de forma discrecional a la decisión de los  centros que colaboren con el INEM.

En otros países, el trabajador o trabajadora puede rechazar una oferta de trabajo en caso de no poder atender a responsabilidades familiares, si el salario es inferior al 80% del anterior o el empleo es de carácter irregular en cuanto a las horas o al horario de trabajo.


A todos los desempleados y desempleadas que no cumplan el "compromiso de actividad".

· Establecer un compromiso de actividad en los beneficiarios de prestaciones por desempleo:

  Propuesta del Gobierno
         Comentarios
   Alcance-repercusiones

El beneficiario de cualquier tipo de prestaciones está condicionado a firmar una suscripción efectiva y obligatoria de dicho compromiso, aceptando las medidas de "empleo adecuado" y los criterios sancionadores.
El derecho a las prestaciones se condiciona a la suscripción efectiva (documento firmado por la persona afectada) y obligatoria que compromete a:

- acreditación de disponibilidad para trabajar.

- realización de actividades para mejorar su empleabilidad.

-llevar a cabo acciones personales para buscar colocación.

Esta medida supone:

- identificar a las personas afectadas como "culpables" de situaciones externas y ajenas.

- no se sostiene jurídicamente que se condicione el derecho de haber cotizado a planteamientos subjetivos.

- se deteriora el concepto de "oferta de empleo", de las condiciones de trabajo (se desliga de la formación y de la categoría profesional).

-disponibilidad total al empresario.

- ahondar más en la precariedad laboral.

A todas las personas desempleadas que quieran adquirir o mantener el derecho de la prestación de desempleo.



· Impulsar la movilidad geográfica de los beneficiarios del subsidio agrario:
  Propuesta del Gobierno
        Comentarios
   Alcance-repercusiones

Con carácter preferente se aplicará a los beneficiarios del subsidio agrario.
Prestación que se congela ya que no habrá nuevos ingresos en la práctica y será un subsidio a extinguir. Se mantendría como está para los que hayan accedido a él y para los nuevos ingresos se establecería un nuevo sistema contributivo para el conjunto del Estado.
Aunque esta medida, en principio, sólo incluye a los perceptores del subsidio agrario (trabajadores temporales), la nueva medida plantea literalmente su desarrollo con un carácter más general de tal forma que afectaría a todos los desempleados y desempleadas que hayan de tener  una futura contratación temporal.



· Eliminar los salarios de tramitación:
Propuesta del Gobierno
       Comentarios
    Alcance-repercusiones

En el caso de despidos improcedentes ni el empresario ni la administración están obligados a pagar los salarios acumulados hasta la sentencia firme o la conciliación, de manera que la prestación de desempleo entraría en vigor, a todos los efectos, desde el momento en que se produce el despido.

Si la empresa readmitiera al trabajador, deberá integrar al INEM las cantidades percibidas por desempleo.
Su nuevo enunciado aparece como automaticidad en el pago de prestaciones. 

Es una de las medidas más duras.

Suprimir los salarios de tramitación en los despidos improcedentes supondrá la pérdida por parte del trabajador o trabajadora (derecho histórico) de la prestación en el periodo comprendido entre el momento del despido y el momento en que la jurisdicción laboral lo declara improcedente.

Esto significa que el trabajador o trabajadora gastarán su derecho a desempleo sin cotizar en ese periodo a estos efectos.

Además de la pérdida económica para el trabajador y trabajadora,  también supondrá una pérdida de cotización y, por consiguiente, del tiempo de carencia para el acceso a la prestación por desempleo.
Afecta al coste del despido (trabajadores ocupados que sean despedidos) más que al sistema de desempleo.

Es una transferencia de rentas a las empresas y un ahorro para la administración.

El trabajador o trabajadora pierden indemnización, cotización y capacidad de negociación frente a un despido improcedente.

En la legislación española la opción de readmisión en el despido improcedente la tiene el empresario ya que puede optar por esta opción o por la indemnización correspondiente.



· Ampliar el propio objeto del contrato de inserción: ESTA MEDIDA LA HAN RETIRADO DEL DECRETO Y LA HAN TRASLADADO AL BORRADOR DE LA LEY BÁSICA DE EMPLEO.
Propuesta del Gobierno
           Comentarios
   Alcance-repercusiones

Disposición final tercera:

“d) Cuando se contrate a un trabajador desempleado, inscrito en la oficina de empleo, por parte de una Administración pública o entidad pública o privada y el objeto de dicho contrato temporal de inserción sea el de realizar un trabajo o servicio, como medio de adquisición de experiencia laboral y mejora de la ocupabilidad del desempleado participante, dentro del ámbito de los programas públicos que se determinen reglamentariamente. Los trabajadores que sean parte en estos contratos no podrán repetir su participación, salvo cuando concurran las circunstancias excepcionales que se determinen, hasta transcurridos tres años desde finalizar el anterior contrato de esta naturaleza, siempre y cuando el trabajador haya sido contratado bajo esta modalidad por un período acumulado superior a doce meses en los últimos tres años.

Los servicios públicos de empleo competentes financiarán a través de las partidas de gasto que correspondan, los costes salariales y de Seguridad Social de estas contrataciones subvencionando, a efectos salariales, la cuantía equivalente a la base mínima del grupo de cotización a que corresponda la categoría profesional desempeñada por el trabajador y, a efectos de Seguridad Social, las cuotas derivadas de dichos salarios, todo ello con independencia de la retribución que finalmente perciba el trabajador.


La pretensión del Gobierno es introducir una reforma de este contrato para abrirlo a la utilización de todo tipo de entidades públicas y privadas (hasta ahora utilizado por Administraciones Públicas y entidades sin ánimo de lucro).

Abren el propio objeto del contrato, que será para la adquisición de experiencia profesional de la persona desempleada que lo suscriba.

Son contratos subvencionados a efectos de salario y de cotización a la Seguridad Social.


A cualquier trabajador y trabajadora de empresas públicas o privadas.

Se trata de un contrato temporal que contribuirá al aumento de la precariedad laboral.

No aclaran cómo se va a subvencionar a las entidades privadas que utilicen esta modalidad de contratación. 

Aunque esta medida no aparece en el Real Decreto-Ley, sí aparece en el borrador de la Ley Básica de Empleo, por lo que no podemos descartar su puesta en práctica.

· Incompatibilizar los periodos de vacaciones no disfrutados con los de las prestaciones por desempleo:
  Propuesta del Gobierno
          Comentario
   Alcance - repercusiones

Se retrasa el abono de las prestaciones por desempleo durante el periodo en que el trabajador o trabajadora hubieran debido disfrutar las vacaciones, con independencia de si éstas han sido o no abonadas por el empresario en el finiquito de extinción del contrato.

Aunque la empresa haya cesado al trabajador o trabajadora, deberá mantenerlo en alta y pagar las cotizaciones correspondientes al periodo de vacaciones.


En principio, la medida parece dirigida básicamente a los contratos temporales y a combatir el fraude empresarial (evitar que el INEM pague las vacaciones).

No se resuelve el problema de fondo del abuso en la utilización de los contratos temporales, encadenamientos y altas y bajas sucesivas
Se le imputa al trabajador o trabajadora la carga de la prueba, exigiéndoles que demuestren que las vacaciones están cotizadas y disfrutadas (en lugar de exigirlo a la empresa) para empezar a cobrar la prestación.

Afecta al colectivo de trabajadores/as que no puedan demostrar a la administración correspondiente que sus vacaciones, además de cobradas, han sido cotizadas por parte del empresario. 

· Limitar la protección por desempleo de los trabajadores fijos discontinuos:
  Propuesta del Gobierno
         Comentario
Alcance - repercusiones

Destina la protección por desempleo a los fijos discontinuos definidos como tales en el E.T. que tengan suscrito esta modalidad contractual.

A estos efectos se considera fijo discontinuo a los amparados por la relación laboral del art. 15.8 del E.T.
Sólo tendrán derecho a protección por desempleo los trabajadores y trabajadoras que realicen actividades fijas discontinuas que no se repiten en fechas ciertas (art. 15.8 del E.T.)

No tienen derecho a desempleo los fijos discontinuos cuya actividad se repita en fechas ciertas (art. 12 del E.T.) pues se consideran trabajadores /as a tiempo parcial indefinidos.
El Gobierno hizo su particular interpretación de la reforma laboral sobre esta modalidad contractual (dudosa base legal).

Con la reforma de las medidas del desempleo pretenden imponerla, modificando la norma del derecho a la prestación.

La medida va a suponer un recorte para los trabajadores y trabajadoras fijos discontinuos de sectores como enseñanza y determinadas actividades de las administraciones públicas.



· Adecuar el concepto de rentas incompatibles con el subsidio:
 Propuestas del Gobierno
          Comentario
  Alcance - repercusiones

Establece que la indemnización por extinción del contrato de trabajo, sea cual sea su periodicidad, forma de percepción o denominación, así como los frutos, rendimientos o intereses de la misma, tiene la consideración de renta a efectos del subsidio de desempleo.

Se incluirá una definición de renta en materia de prestaciones de desempleo, que incluirá, además de la indemnización, las derivadas del trabajo, capital mobiliario o inmobiliario, de actividades económicas o prestacionales y plusvalías o ganancias patrimoniales y los rendimientos que puedan deducirse del montante económico del patrimonio.


Se amplían los conceptos que se consideran renta para acceder al subsidio, lo cual significa restringir el acceso.

Problemática para los mayores de 52 años y para los afectados por expedientes de regulación de empleo.

Se consideran rentas los rendimientos potenciales del patrimonio, aunque no se materialicen en una renta periódica (grave).

Van a ser rentas a efectos del subsidio lo que no lo son a efectos del IRPF (discriminación de personas en paro).

Para percibir el subsidio de desempleo es necesario haber cotizado previamente por esta contingencia, lo que le da carácter contributivo (se paga con las cuotas de desempleo que tienen un gran excedente)


Introduce una confusión interesada entre el subsidio de desempleo y los colectivos afectados por exclusión social acogidos al Salario Mínimo de Inserción o Ley de Rentas Mínimas (vigente en las CC.AA.)

Se pretende con esta medida excluir del derecho fundamental (54.000 ptas. al mes) a miles de trabajadores y trabajadoras afectados por jubilaciones anticipadas que cobran complementos, en la actualidad o en un futuro, y a cualquier persona que, estando en desempleo, tenga la "desgracia" de haber acumulado a lo largo de su vida ahorros que le generen rendimientos.



· Compatibilizar prestaciones con salarios:
   Propuesta del Gobierno
        Comentario
  Alcance - repercusiones

Se plantea una actuación en dos programas:

-subvención salarial al empresario que contrate a desempleados/as de difícil inserción (mayores de 52 años y beneficiarios de RAI).

-sustitución con beneficiarios de prestaciones a ocupados formándose (para empresas de menos de 50 trabajadores): una persona en paro sustituirá a un empleado en periodo de formación.


Medida que supone hacer una nueva transferencia de rentas a las empresas y contribuirá a una mayor segmentación del mercado laboral.

El compromiso de movilidad derivado del "compromiso de actividad" afectaría también  a este colectivo de trabajadores y trabajadoras.

Subempleo = subsalario.


Afectará a colectivos de trabajadores/as mayores de 52 años, en activo, que son sujetos potenciales de expedientes de regulación de empleo y despidos individuales. 

La solución a su empleabilidad no puede ser el subempleo.

Tipo de empleo: sector privado, indefinido y temporal, a tiempo completo o parcial.






Secretaría de Empleo, Madrid, mayo 2002

